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SALUD LABORAL
El trabajo tiene un papel determinante tanto en la construcción como en la pérdida de la salud. La hegemonía de la ideología neoliberal  esta condicionado  que los trabajadores hayan perdido poder frente al capital, por lo que el trabajo es una realidad invisible. Con la globalización los modelos de relaciones laborales han entrado en competencia en el mercado mundial, y cada vez hay más trabajadores empleados en situaciones diferentes: a tiempo parcial, teletrabajo, autónomos, etc., sin protección por convenios colectivos ni representación sindical, y con políticas profundamente antisindicales, dejando a los trabajadores en una situación de mayor vulnerabilidad.
Olvido de lo determinantes  sociales de la salud y las políticas de promoción y prevención
Pasamos más de una tercera parte de nuestra vida en el trabajo, lo lógico es pensar que nuestra salud depende en gran medida de las condiciones de trabajo y el tipo de empleo que tenemos. En la sociedad neoliberal actual, la salud se ha convertido en una mercancía, en un bien de consumo. De los principios de la Ley General de Sanidad (1986) ha sido relegado el concepto de salud integral e integrada, en detrimento de la Atención Primaria y de la Salud Laboral impulsoras de la prevención y la promoción.
La salud laboral esta al margen del sistema sanitario
La OMS y la OIT definieron como objetivos de la salud laboral: prevenir, proteger y reducir el impacto de los riesgos laborales que dañan la salud; promocionar la salud de la población trabajadora;  y conseguir una cultura laboral que permita el buen funcionamiento y la mejora de la productividad de las empresas. Estos objetivos son insuficientes, porque ignoran las relaciones de poder y las relaciones laborales que están en el origen de los riesgos y problemas de salud.
En España la salud laboral está disociada de la salud general del individuo lo que ha dado lugar a un modelo dual de protección y asistencia: a) La protección de las contingencias comunes (enfermedad común y accidentes no laborales) corren a cargo de la Seguridad Social y del sistema público de salud; b) La protección de las contingencias profesionales (accidentes laborales y enfermedades profesionales) corren a cargo y son atendidas por las mutuas, que teóricamente son asociaciones de empresarios sin ánimo de lucro, lo que deja la vigilancia de la salud de los trabajadores en manos de los empresarios,  en cuyas empresas se generan los riesgos, que por motivos económicos no tienen interés en reconocer los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales relacionadas con el trabajo.
Las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social MATEPSS han aumentado su poder de gestión, mientras que los recursos de la Inspección y del Ministerio de Empleo y Seguridad Social no disponen de recursos suficientes para ejercer su labor controladora.
La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales favoreció  el negocio de empresas privadas especializadas
Generó muchas expectativas aunque en la mayoría de las empresas no se ha cumplido el objeto central de promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la aplicación de medidas y el desarrollo de las actividades para la prevención de riesgos derivados del trabajo.
Uno de los propósitos de la LPRL era fomentar una auténtica cultura preventiva con la promoción de la educación en todos los niveles formativos y la involucración de  a la sociedad en su conjunto. Sin embargo esto sigue pendiente como se observa en el desconocimiento de la misma en todos los sectores de la sociedad implicados como los médicos, jueces, fiscales, abogados, o  inspectores. La mayoría de las empresas consideran la prevención como un gasto, un lastre, o una amenaza para sus ganancias.
El desarrollo de esta Ley dio lugar a la aparición de un gran negocio en torno al control de los  riesgos laborales y la vigilancia de la salud de los trabajadores, favoreciendo la creación de multitud de empresas de servicios de prevención, auditoras, asesoras jurídicas y de formación de técnicos y de  trabajadores.
Servicios de prevención son insuficientes y están al servicio de las empresas
Para llevar a cabo las actividades preventivas, la ley estableció que las empresas deberán constituir un servicio de prevención en la empresa o contratar dicho servicio con una entidad especializada ajena a la empresa. La mayoría de las empresas han contratado estos servicios con empresas externas o con mutuas, para cumplir con la legalidad al menor coste posible y evitar el control de los trabajadores.
Los servicios de prevención deben elaborar en cada empresa un Plan de Prevención, que evalúe riesgos, planifique la actividad preventiva, la vigilancia de la salud, la información y formación de los trabajadores, preste  los primeros auxilios y asesore al empresario y a los trabajadores. Como están en manos de empresas externas la realidad es que mayoritariamente responden a los intereses de los empresarios que son quienes pagan.
En la mayoría de las empresas estos Servicios Preventivos,  además de insuficientes, realizan las evaluaciones de riesgos sin contar con participación de los trabajadores y de los delegados de prevención, y no evalúan ni todos los puestos de trabajo ni todos los riesgos. Lo normal es que realicen una valoración inicial sin tener en cuenta las diferencias de género, edad, tipo de contrato, etc., ni las características de los trabajadores sensibles (discapacitados, enfermos, mujeres embarazadas).
La planificación de la actividad preventiva ante los riesgos detectados en las evaluaciones, se limitan a corregir los riesgos más graves, mientras que la información y formación a los trabajadores sobre los riesgos a los que están expuestos en sus puestos de trabajo,  es escasa e insuficiente.
Según la OIT, la falta de prevención en las empresas, supone cada año un gasto equivalente al 4% del PIB mundial en atención sanitaria, rehabilitación, invalidez, indemnizaciones.
La vigilancia de la salud de los trabajadores (reconocimientos médicos) no responde a las necesidades de los mismos
En su gran mayoría los empresarios no garantizan la vigilancia periódica de la salud de sus trabajadores. En general son reconocimientos generales y rutinarios, llevados a cabo por entidades externas, que desconocen los riesgos específicos a los que están expuestos los trabajadores en la empresa.
En estas empresas la relación médico-paciente es diferente de la del sistema público, todavía más asimétrica, basada principalmente en la desconfianza. En el sistema público el enfermo es visto como paciente, mientras que cuando el daño a la salud depende del trabajo, es considerado como absentista, imprudente, simulador, o culpable de la pérdida de su salud.
 Los servicios de prevención ignoran el enfoque epidemiológico de los resultados de los reconocimientos, que permitirían apreciar la relación entre trabajo y salud en cada empresa y proponer medidas preventivas para los riesgos detectados. Poniendo en evidencia, que priman las estrategias curativas sobre las preventivas.
Con la crisis, las empresas han disminuido el dinero destinado a prevención, y las empresas de prevención para no cerrar bajan los precios a costa de disminuir el personal y la calidad de las actividades que realizan.
Los derechos de los trabajadores
Uno de los puntos fuertes de la ley era el reconocimiento a los trabajadores de los derechos a la información, consulta y participación, formación en materia preventiva.  La realidad muestra que se están incumpliendo sistemáticamente estos derechos, sobre todo en las empresas en las que no existe representación sindical.
Los empresarios están utilizando masivamente diversas formas para obstruir el funcionamiento de los  Comités de Seguridad y Salud,  nombrando a personas sin capacidad de decisión, retrasando o suspendiendo las reuniones, no aportando la documentación requerida, no poniendo en marcha las decisiones tomadas, no firmando actas... Los representantes de los trabajadores son vistos como una amenaza para las empresas, por lo que se boicotean y obstaculizan su labor de vigilancia del cumplimiento de las normativas de prevención.
Los accidentes de trabajo aumentan con la crisis y la precariedad laboral. Los empresarios culpan a los trabajadores
Pese a ser el principal indicador de salud laboral hay muchos que no se registran, mientras que  todos los acaecidos en la economía sumergida o en trabajos precarios no se denuncian por miedo al despido.
Aunque los empresarios son los responsables de la salud laboral por lo que deberían dirigir y controlan la actividad laboral y tienen la obligación legal de garantizar la salud y la seguridad de sus trabajadores, se mantiene la doctrina de la culpa. Lo primero que se investiga  en los siniestros laborales es el comportamiento del individuo y después se analizan las normas de seguridad. Para los empleadores, el trabajador siempre tiene alguna culpa.
Cada año se producen más de 500.000 accidentes con baja y más de 500 accidentes mortales en nuestro país. Los índices de accidentes de trabajo en trabajadores jóvenes y temporales son superiores al resto por las condiciones más precarias y flexibles que tienen.
La precariedad laboral y las subcontratas están incrementado los accidentes de trabajo, especialmente  en los jóvenes y temporales afectados por condiciones de trabajo más precarias y flexibles. El aumento de la siniestralidad es la consecuencia de la precariedad laboral y del deterioro de la prevención. Están aumentando a un ritmo muy superior a la creación de empleo dado que la prevención ha sido una de las víctimas de la crisis económica.
Las enfermedades profesionales son ignoradas por el sistema
Estas enfermedades no se reconocen ni se registran en las estadísticas oficiales. Se estima que el 75% de las mismas  no se declaran en España y en las enfermedades como el cáncer casi llegan al 100%.
El sistema público esta emitiendo bajas por enfermedad común que deberían ser reconocidas como contingencias profesionales y financiadas por las cotizaciones de los trabajadores y empresarios. Estos procesos generan grandes costes que se trasladan a los Servicios Públicos de Salud, mientras las empresas responsables y las mutuas no pagan  por los daños a la salud producidos en las empresas. Como consecuencia  no se establecen las medidas preventivas para eliminar, reducir o controlar los riesgos que los producen.   
Aunque todas las enfermedades profesionales están relacionadas con el trabajo, no todas las enfermedades relacionadas con el trabajo son consideradas profesionales, tienen que estar recogidas en el Anexo I del RD 1299/2006. Las enfermedades no recogidas en dicho cuadro   pueden ser consideradas como accidente de trabajo (art. 115.2 de la LGSS)  demostrando que su causa es exclusiva del trabajo realizado, pero la mayoría de las enfermedades son  multicausales, lo que dificulta o impide su declaración como tal.
Los médicos del sistema público juegan un papel esencial en la declaración de las enfermedades profesionales pero carecen de suficiente formación en esta materia. En cuanto a las mutuas y a los servicios de prevención no les interesa la declaración. Detrás de estos está el afán de ahorro a costa del trabajador: El  reconocimiento de una contingencia profesional hace que los medicamentos, prótesis y desplazamientos sean gratis; el subsidio es superior al de enfermedad común (recibe el 75% de la base reguladora desde el día siguiente), el cálculo de la base reguladora se hace sobre un periodo más corto y se tienen en cuenta las horas extras, por  lo que es más elevado. Si la enfermedad es grave y le conceden una incapacidad permanente, recibirá una pensión vitalicia y si le produce lesiones permanentes no invalidantes, la persona recibirá una indemnización única
Pese a todo el reconocimiento de las enfermedades profesionales es esencial para poder prevenir sus causas, afectan a millones de personas y suponen millones de euros de gastos al sistema sanitario y a la economía.
El absentismo laboral en España, pese a lo que se dice, es más bajo que en Europa 
Los empresarios no buscan las causas del absentismo sino que directamente acusan al trabajador de fraude, le vigilan, incluso contratan detectives para sancionarles. Sus causas están relacionadas con la mala gestión de la prevención de riesgos; en la organización del trabajo y las condiciones injustas que imponen a los trabajadores. Las mutuas presionan para dar altas antes del restablecimiento del trabajador, lo que conduce a nuevas bajas y más graves; o a un sistema de protección social insuficiente que lleva a la IT para resolver problemas sociales (atención a dependientes).
El 72% de la población activa no tiene en un año ninguna baja laboral y solo el 10% tiene más de un episodio. La V Encuesta Europea de Condiciones de Trabajo, nos dice que España esta entre los tres países que registran menos ausencias por enfermedad, estamos por debajo de la media europea. El propio Ministerio de Empleo y Seguridad Social, reconoce que el gasto en IT sigue una tendencia descendente, especialmente desde el 2008, al disminuir la duración media de las bajas y el número de procesos. La variación porcentual en el año 2011 respecto al 2006 fue del -33,7%. Estos descensos se deben en gran medida al miedo que tienen los trabajadores y las trabajadoras a perder el empleo. En el año 2014 se ha producido un repunte en las cifras del absentismo debido sin duda, al aumento de la siniestralidad laboral.
La Reforma Laboral de 2012, modificó el artículo 52 del Estatuto de los Trabajadores lo que permite el despido objetivo por faltas individuales al trabajo, lo que supone que la Reforma Laboral permite despedir a los trabajadores aunque tengan la incapacidad temporal emitida por un médico del Sistema Nacional de Salud. Como consecuencia, el porcentaje de trabajadores que renuncian a una baja médica aunque la necesiten, ha pasado de un 11% a un 45,7%, aunque estén enfermos.
Existe una política informativa para hacer creer que las mutuas realizan una gestión más eficiente de las bajas por enfermedad, a pesar de que seleccionan los trabajadores con patologías más leves.
La organización del trabajo 
La relación laboral es una relación asimétrica, el poder esta con los empresarios. La organización del trabajo implica cuestiones claves para la convivencia y la salud e influye en las exposiciones a los demás riesgos. Existe evidencia científica de que las características de la organización del trabajo pueden dañar la salud de los trabajadores: Sobrecarga de trabajo; inseguridad contractual; malas condiciones laborales (tareas, horarios, puesto); jornadas prolongadas; turnicidad y nocturnidad; mal control del trabajo; falta de apoyo de compañeros y superiores; deficiencias de información y formación; bajo salario; falta de reconocimiento y de respeto; trato injusto; etc.
El neoliberalismo ha traído nuevas formas de gestión (controles por objetivos, evaluación del rendimiento, calidad total, deslocalización de la producción industrial..) y una organización basada en la competencia que conducen al individualismo, al aislamiento y al enfrentamiento entre trabajadores, que conducen al aumento de depresiones, suicidios, enfermedades psicosomáticas...
La Ley de Prevención de Riesgos Laborales y las desigualdades sociales 
La Ley de Prevención de Riesgos Laborales   no protege por igual a todos los trabajadores, y  no tiene en cuenta las desigualdades frente el derecho al trabajo y a la salud: Diferencias de género, edad, clase social, tipo de contrato, profesión, procedencia...
La Ley no protege por igual a todos los trabajadores, podemos distinguir según el tipo de empleo: 

Trabajadores con empleo fijo:  Con las reformas laborales  han conseguido aumentar el poder de los empresarios y debilitar a los sindicatos y a los trabajadores que han perdido derechos sociales y laborales, empeorando las condiciones de vida y de trabajo, pero son estos trabajadores  los principales beneficiarios de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. Trabajadores con empleo precario. Estos trabajadores están preocupados por la subsistencia, por perder el empleo, les domina la incertidumbre y la inseguridad por lo que aceptan peores condiciones de trabajo  y con más riesgos, que no van a denunciar por miedo, tienen escasa protección y derechos. 
Trabajadores ilegales, no tienen derechos y no pueden denunciar. Van a realizar los trabajos más peligrosos 
En los parados, especialmente los que perdieron el subsidio los problemas de salud mental se multiplican por tres  en los profesionales y por siete en los trabajadores manuales.
Las desigualdades en el trabajo según el género hacen que la prevención,  que se basa en una población trabajadora homogénea, no tenga en cuenta  las diferencias entre hombres y mujeres. Las mujeres tienen más desempleo especialmente el de larga duración, mayor precariedad, y más empleo a tiempo parcial, ganan menos y al jubilarse la pensión es menor.  Los trabajos que realizan son más monótonos, pocos creativos, con ritmos excesivos (cadenas de montaje), reproducen las tareas domésticas: educación, sanidad, confección...En general tienen menos prestigio y cualificación, van a tener menos control sobre su trabajo, menores niveles de influencia, menos apoyo, sufren de más violencia en el trabajo y por acoso sexual y ocupan menos cargos directivos. La combinación con el trabajo doméstico supone una doble carga laboral que influye en su salud como consecuencia de la sobrecarga física y psicológica, el menor tiempo de descanso y ocio  y peores posibilidades de empleo y de desarrollo profesional. 
La salud laboral ha estudiado más los riesgos de seguridad e higiene propios de las ocupaciones masculinas que los riesgos psicosociales y musculoesqueléticos más frecuentes en los trabajos de las mujeres. No tiene en cuenta el problema de la doble presencia.  También sufren más actos de violencia en general en el trabajo y por acoso sexual.  Los valores límites ambientales  están calculados  para el género masculino. Todo ello demuestra una marcada desigualdad de género.
Existen también desigualdades vinculadas a la categoría profesional: Los trabajadores que ocupan los estamentos más desfavorecidos van a padecer más enfermedades crónicas y mentales y van a tener menos capacidad de decisión y menos control sobre su trabajo.
La crisis está siendo utilizada para reducir derechos
Las clases dirigentes utilizan la crisis para reforzar su poder, sus privilegios y sus beneficios, a través del expolio de las clases medias y de las más desfavorecidas, produciendo  profundas desigualdades en nuestra sociedad. Las reformas laborales han transformado las relaciones laborales, eliminando, reduciendo y violando derechos fundamentales.
Como consecuencia ha disminuido la escasa actividad preventiva que existía: paralizando las evaluaciones de riesgo, la formación, la vigilancia de la salud, reduciendo el mantenimiento preventivo de maquinaria, instalaciones y equipos; disminuyendo el  38% de personal de los Servicios Preventivos imposibilitando que realicen su trabajo con un mínimo de calidad.... Se está utilizando la crisis para despedir a los trabajadores por motivos de salud (accidente o enfermedad profesional), despido objetivo por acumulación de bajas intermitentes. También para librarse de los trabajadores mayores, con enfermedades crónicas y de trabajadores molestos. La inseguridad y el miedo a perder el empleo, hace que en muchas ocasiones los trabajadores acepten trabajar en condiciones de alto riesgo, sin exigir ni adoptar medidas de protección y no formulen denuncias por accidentes laborales.
El RD 625/2014  ha modificado las mutuas a las que se les ha concedido poder para proponer el  alta médica a los médicos de familia, y si no obtienen respuesta para tramitar el alta directamente.
Se ha dado entrada a las multinacionales y fondos de inversión con sede en paraísos fiscales en la salud laboral española
La Ley 35/2014, ha prohibido que las mutuas mantengan su participación en las Sociedades de prevención, que han sido vendidas a diferentes empresas multinacionales. IDC Salud (Capio + Quirón), controlada por un fondo de capital de riesgo,  ha adquirido las sociedades de las mutuas más importantes: Fremap, Fraternidad, Mutua Universal y MC Mutual. Esto supone que empresas privadas van a controlar la prevención y la vigilancia de la salud de los trabajadores casi en forma de monopolio.
Las consecuencias de todo ello es un aumento de la pobreza y de la desigualdad social,  lo que esta en juego es el estado del bienestar y el modelo de sociedad que hoy conocemos, un estado social y con derechos, empeorando las condiciones de vida y de salud
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1. Unidad y movilización social: Promover la unidad, organización y movilización de los trabajadores, parados y de la sociedad en su conjunto para detener al neoliberalismo. Es imprescindible que los sindicatos de clase, partidos políticos y organizaciones sociales articulen una alianza para desarrollar una acción colectiva y enfrentar al neoliberalismo.
2. Cambio de modelo productivo: Cambiar el modelo productivo para crear empleo de calidad, recuperar los derechos sociales y laborales perdidos, eliminar las reformas laborales, disminuir las desigualdades a través de una política de redistribución de la riqueza, mediante impuestos progresivos
3. Potenciar los servicios públicos: Aumentar la protección social, incrementar el salario mínimo, potenciar servicios públicos de calidad como la educación, la sanidad y la atención a la dependencia. Reconquistar las privatizaciones que se han llevado a cabo en la sanidad pública, que vuelva a ser universal, gratuita y de calidad. Impulsar el desarrollo de la Ley General de Salud Pública
4. Potenciar la Salud Laboral: Recuperar la dimensión política de la salud laboral, implicando a los partidos progresistas en su defensa,  porque la situación es una consecuencia de la lucha de clases y un  determinante social de la salud. Es urgente actualizar la normativa de salud laboral a la realidad actual, teniendo en cuenta las relaciones de poder, las relaciones laborales y las desigualdades sociales entre los trabajadores, protegiendo especialmente a los colectivos más vulnerables. La salud laboral debe atender a todos los trabajadores  incluyendo a los parados (son necesarios programas urgentes de apoyo psicosocial para preservar su salud mental) y tener en cuenta las diferencias sociales entre hombres y mujeres, de edad, empleo, condiciones de trabajo, categorías, lugar de origen.
5. Garantizar el derecho a la salud y a la seguridad en el trabajo por la Administración Pública: Vigilar y controlar las actividades preventivas de las empresas, especialmente en las que no haya representación sindical;  reconocer e investigar los accidentes de trabajo y las  enfermedades profesionales y relacionadas con el trabajo, exigiendo el cumplimiento de las leyes.
6. Integrar las mutuas en el Sistema Público: La salud de los trabajadores no puede seguir en manos de los empresarios a través de las mutuas o de empresas privadas de prevención.
7. Garantizar la formación de los profesionales sanitarios en salud laboral: Incorporar la formación en salud laboral (pregrado y postgrado) para poder detectar las enfermedades profesionales relacionadas con el trabajo y los accidentes de origen laboral. Establecer la formación continua  en la materia.
8. Crear departamentos o unidades de salud laboral publicas: Dotadas de equipos multidisciplinares formados por médicos y enfermeros del trabajo, psicólogos, psiquiatras con formación en psicopatología laboral, técnicos de prevención de riesgos en las tres especialidades, sociólogos...para asesorar a los profesionales de atención primaria y especializada de la sanidad pública, en coordinación con los servicios de prevención de las empresas.
9. Dar participación a los  trabajadores en la prevención de sus riesgos laborales: La salud laboral tiene que tomar como base la experiencia y el conocimiento de los trabajadores y sus representantes para integrarla después con el conocimiento técnico, buscando el consenso en las medidas preventivas a aplicar. Los trabajadores deben ser los protagonistas en la identificación de los riesgos y en las propuestas de actividades preventivas. Cada trabajador dispondrá de una ficha con los riesgos a los que esta expuesto en su puesto de trabajo y las medidas de prevención adoptadas. Esta información deberá estar recogida en su historial clínico.
10. Servicios de prevención públicos: Los Servicios de Prevención  deberán ser propios en todas las empresas de más de 100 trabajador, sacándolos a las multinacionales. Para las pequeñas y medianas empresas el servicio de prevención debería ser público. Todos ellos estarían coordinados con las Unidades de Salud Laboral correspondientes.
11. Cumplimiento de la normativa en prevención de riesgos laborales y reforzar los instrumentos de control: La legislación de salud laboral es muy abundante pero se incumple de manera generalizada por los empresarios y por la administración. Reforzar la Inspección de Trabajo con más inspectores que vean la realidad de las condiciones de trabajo y del empleo y se impliquen en la organización del trabajo y en los riesgos psicosociales. Reforzar las instituciones que intervienen en prevención de riesgos laborales: Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, Instituto Regional de Seguridad y Salud en el Trabajo, Inspección de Trabajo, Fiscalía, Poder Judicial, Policía... para exigir el cumplimiento de la Ley y exigir responsabilidades por los daños a la salud causados
12. Actualizar el cuadro de enfermedades profesionales: Dar un tratamiento especial a las enfermedades relacionadas con el trabajo, para que puedan ser incluidas en el cuadro de enfermedades profesionales, teniendo en cuenta el origen multicausal de la enfermedad.   Aclarar la clasificación de los accidentes laborales, definiendo los accidentes leves, graves y muy graves.
13. Potenciar la Investigación en salud laboral: Promover y acelerar la investigación de los nuevos riesgos laborales (nanotecnologías, sustancias nuevas...). , cumplir con la vigilancia de la salud colectiva realizando estudios epidemiológicos que relacionen el trabajo con el cáncer, con las enfermedades cardiovasculares, autoinmunes, la salud mental, las consecuencias de la crisis y las reformas laborales en la salud biopsicosocial de la población...Impulsar I+D+i en prevención de riesgos laborales.
14. Potenciar la cultura preventiva en la sociedad: Cambiar la cultura preventiva en la sociedad, en las empresas, incluyendo la asignatura de prevención de riesgos desde la educación primaria a la universidad, informando, formando y convenciendo a los trabajadores para que participen en la defensa de su salud, implicando a los medios de comunicación y a las redes sociales para concienciar a la población de su importancia, que la prevención no se vea como un lastre sino como una oportunidad para la salud.
15. Reorientar el sistema público de salud hacia la prevención y la atención comunitaria: Centrándolo en la salud en lugar de la enfermedad y haciendo partícipe a la población.  Integrar la salud mental en la atención primaria de salud, y crear servicios comunitarios con programas de colaboración interdisciplinar para prevenir y tratar los trastornos psicológicos  (ansiedad, angustia, depresión, estrés, enfermedades psicosomáticas...)
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